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Corrección de errores en el texto de la Sentencia numero
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Corrección de euores en el texto de la Sentencia numero
1911990, de 12 de febrero, del Tribunal Constitucional,
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numero 52, de fecha 1 de marzo de 1990. C9

Corrección de errores en el texto de la Sentencia numero
20/1990. de 15 de febrero, del Tribunal ConstitucionaL
publicada en el Suplemento al «Boletín Oficial del EstadO))
numero 52, de fecha I de marzo de 1990. C9

Corrección de errores en el texto de la Sentencia numero
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numero 53. de fecha 2 de maria de 1990. C9
Corrección de errores en el texto de la Sentencia numero
24/1990. de 15 de febrero. del Tribunal Constitucional.
publicada en el Suplemento al ~~Boletín Oficial del Estado»
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Corrección de errores en el texto de la Sentencia numero
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numero 53, de fecha 2 de marzo de 1990. C9
Corrección de errores en el texto de la Sentencia numero
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Sentencia de la Audiencia Territorial de Barcelona de 17 de septiembre
de 1987, dictada en grado de apelación en autos de juicio declarativo
ordinario de mayor cuantía. Se invoca el arto 24.l de la Constitución.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:
a) El actor fue demandado en juicio declarativo ordinario de mayot-­

cuantía por la empresa «Fresh Fish-. Food Establishment», recayendo
Sentencia estimatoria del Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de
Barcelona el 3. de septiembre de 1986. Recurrida en apelación, fue
confirmada por Sentencia de la Sala Tercera de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Barcelona de 17 de septiembre de 1987.

b) El solicitante de amparo formuló el-2 de diciembre de 1987
recurso de casación, el cual fue tenido por interpuesto en tiempo y forma
por providencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 7 de
diciembre de 1987. El recurrente presentó la habilitaCIón del Letrado
firmante el 16 de diciembre de 1987. Sin tener constancia de este hecho,
el Ministerio Fiscal, con fecha 22 de diciembre, apreció la falta de
acreditación de la habilitación del Letrado. solicitando se requiriese al
Letrado para que subsanase dicho defecto. De este escrito del Fiscal no
se le dio traslado al recurrente. Tan pronto como el Fiscal fue notificado·
del escrito del actor que acompañaba a la habilitación, lo despachó con'
la fórmula de «visto» prevista. en el art. 1.709.2 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil (LE.C.).

c)Por Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 11 de
fe_bJ'e.rº_d~_19K8., el recursO'" de_ .casación interpuesto fue inadmitido e.11
base a la regla 3 del arto 1.710 en relación con el arto 10, ambos de
la L.E.C., así como a lo prevenido en la Ley de 8 de julio de 1980 y
arto 22 del Estatuto de la Abogacía, ya que la habilitación del Abogado
de la parte recurrente fue conferida fuera del plazo para formular el
recurso de casación.

3. .El recurrente entiende que el defecto apreciado es de naturaleza
subsanable y que, en consecuencia. haber decrt:tado la inadmisión sin
concederle la oportunidad de repararlo resulta desproporcionado res- '.
pecto a'la infracción cometida, lo cual implica una violación del derecho
a una tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24.1 C.E., citando
abundante jurisprudencia de este Tribunal. .;

Señala asimismo Que la habilitación se solicitó al Colegio de ..
Abogados de Madrid cQn bastante antelación al vencimiento del plazo
para interponer el recurso de casación. Considera. sin embargo, que 10
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Sala Primera. Sentencia 45/1990: de 15 de marzo. Recurso
de amparo 1.681/1987. Decanos de los Colegios de Aboga­
dos del Señorio de Vizcaya. de Alava y de San Sebastiano
contra Acuerdo presunto del Consejo de Ministros. denega~
torio de solicitud de dación de medIos materiales y persona­
les para las Administraciones de Justicia en el Pais Vasco y
contra varias resoluciones judiciales recaídas en el recurso
interpuesto contra el citado acto presunto. Presunta vulnera­
ción del derecho a la tutela judicial efectiva. 8.6

Pleno. Sentencia 46/1990, de 15 de marzo. Recusas· de
inconstitucionalidad 573/1988 y 1.591/1989 (acumulados).
Promovidos por el Presidente del Gobierno de la Nación
contra determinados preceptos de la Ley del Parlamento de
Canarias 14/1987. de 29 de diciembre. y contra la Ley del
Parlamento de Canarias 6/1989. de 22 de mayo. 8.10

Sala Primera. Sentencia 47/1990, de 20 de marzo. Recurso
de amparo 1.609/1987. Asociación de Profesores de Religión
de Centros estatales contra Instrucción del Subsecretario de
Educación y Ciencia de 3 de junio de 1986 por la que se
prohíbe que dichos Profesores puedan ser candidatos al
cargo de Director de sus respectivos Centros. y contra
Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal Supremo. Supuesta
vulneración de los articulos 14. 23.2: 24 y 27.7 CE. C.l

Sala Primera. Sentencia 48/1990, de 20 de marzo. Recurso
de amparo 106/1988. Contra Autos de la Magistratura de
Trabajo numero 27 de Madrid. por los que se tuvo por
desistido al actor de la demanda por su incomparecencia al
acto del juicio. Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva. C6

Corrección de errores en el texto de la Sentencia numero
178/1989. de 2 de noviembre. del Tribunal Constitucional.
publicada en el Suplemento al «Boletín Oficial del Estado))
numero 290. de fecha 4 de diciembre de 1989. C8
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Sala S~gunda. Sentencia 3911990. de 12 de marzo. Recurso
d~ amparo 42111988. Contra Auto de la Sala Primera del
Tribunal Supremo. que declaró no haber lugar al recurso de
casación en autos de juicio declarativo ordinario d~ menor
cuantía. Vulneración del derecho a la tute/ajudicia/ efectiva
por interpretación indebida del requisito de habilitación de
Abogado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1oreÍlte, Presidente; don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo.
Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

1. El 9 de marzo de 1988 tuvo entrada en el registro de este
Tribunal un escrito de doña Aurora Esquivias Yustos, Procuradora de
los Tribunales. quien en nombre y representación de don Francisco
Larente Pedrero, interpone recurso de amparo contra el Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo de 11 de febrero de 1988. que no admitió
a trámite el recurso de casación numo 1.889/87 planteado contra la

EN NOMBRE DEL REY

.~ ..

En el recurso de amparo numo 421/88, interpuesto por don Francisco
Larente Pedrero, representado por la Procuradora de los Tribunales
doña Aurora Esquivias Yustos, y asistido del Letrado don Antonio
Navarro Cerrada, contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de 11 de febrero de 1988. que declaró no haber lugar al recurso
de casación nüm. 1.889í87 en autos de juicio declarativü ordiüario de
mayor cuantia. Fue parte la entidad «Fresh Fish Food Establishmeno),
representada por el Procurador don Julio Padrón Atienza y asistida del
Letrado don José Luis Abrizqueta Sempere. y el Ministerio Fiscal. Fue
Ponente el Magistrado don José Luis de los Mozos y de los Mozos, quien
expresa el parecer de la Sala.

la siguiente
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esencial es que la subsanabilidad es la nonna habitual en las leyes
procesales de los diversos órdenes jurisdiccionales y que así lo prevé la
L.E.e. en relé\ción con el recurso de casación en el arto 1.710, regla 1.
Tratándose, por· tanto, de un defecto subsanable, segun la L.E.C, la
obligada interpretación flexible y no rigorista de los requisitos formales,
más acorde con el arto 24.1 e.E. otorga al asunto dimensión constitu­
cional.

Solicita que se declare la nulidad del Auto impugnado y ~ue se
suspenda su ejecución para evitar que el amparo pierda su finalIdad.

4. Mediante providencia de 20 de junio de 1988, la Sección
Primera del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y solicitar a los órganos judiciales intervinientes en
los autos certificación o copia adverada de las actuaciones, así como que
practicasen los emplazamientos que fueran procedentes.

Mediante Auto de 24 de octubre de 1988. la Sala Primera del
Tribunal Constitucional denegó la suspensión de la resolución recurrida,
que había sido solicitada por el recurrente.

Por providencia de 16 de enero de 1989, la referida Sección acordó
tener por personada y parte en el proceso constitucional a la entidad
mercantil «Fresh Fish Food Establishment», rePre~ntada por el Procu­
rador don Julio Padrón Atienza, qué' había "cóni'parecido' por escrito
presentado el 9 de septiembre de 1988. Asimismo, acordó dar vista de
las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal al objeto
de que formularan las alegaciones que estimasen oportunas.

5. En escrito de alegaciones presentado el 8 de febrero de 1989, el
actor reiteró las ya fonnuladas en su demanda de amparo, solicitando
se le otorgase el amparo r se declarara la nulidad del Auto impugnado.

La entidad «Fresh FISh Food Establishment», comparecida en el
proceso como demandada, presentó sus alegaciones mediante escrito de
9 de febrero de 1989, en el que se remite a los razonamientos del Auto
impugnado, que considera plenamente ajustados a Derecho. Considera
que la interpretación antifonnalista de las leyes procesales que pretende
el recurrente atentaría contra otro principio fundamental del ordena­
miento consagrado constitucionalmente, la seguridad jurídica.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en su escrito de
alegaciones, estima que la falta de acreditación de la habilitación del
Letrado no figura entre las causas de inadmisión del recurso de casación
prevenidas en el arto 1.710 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Considera
que, si bien dicha falta constituye una irregularidad procesal derivada de
la exigencia del arto 10 de la L.E.C., es, ante todo caso, una falta
subsanable, pues lo contrario seria imponer una sanción desproporcio­
nada. En· consecuencia y de acuerdo con la previa doctrina de este
Tribunal en casos similares (STC 13911987), interesa la estimación del
amparo.

7. Mediante providencia <te 18 de diciembre de 1989, se sefíaló para
deliberación y fallo del presente recurso de amparo el 26 de febrero de
1990, quedando concluida en el día de la fecha.

11. Fundamentos jurídicos

l. El presente recurso de amparo se interpone contra elAutode la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 11 de febrero de 1988, en el
que se declara 'nO haber lugar a la admisión del recurso, de casación numo
1.88911987, con fundamento en venir firmado el escrito de su fonnaliza­
ción por Abogado cuya habilitación para ejercer en Madrid fue conferida
finalizado ya el plazo para dicha formalización.

Alega el demandante de amparo que dicha inadmisión vufnera el
derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el arto 24.1 de la
Constitución, en cuanto que es resultado de una interpretación restric­
tiva, formalista y desproporcionada del requisito de habilitación del
Abogado que. resulta incompatible con el derecho de acceso a los
recursos legalmente establecidos que garantiza el citado derecho funda­
mental.

2. Reiterada y constante doctrina constitucional ha dejado estable­
cida que la inadmisión de un recurso por el órgano Judicial no supone,
en principio, vulneración del derecho a la tutela judicial si el recurrente
incumple los presupuestos y requisitos procesales legalmente estableci­
dos. Se ha matizado también, sin embargo, que la inadmisión de los
recursos es una garantía de la integridad objetiva del proceso y no una
sanción a la parte que incurre en defectos procesales y que, por ello, no
debe rechazarse un recurso defectuosamente interpuesto o fonnalizado
sin dar previamente ocasión a la subsanación de los defectos advertidos,
siempre que no tengan su origen en una actitud ne$ligente o maliciosa
del interesado y no dañe la regularidad del procedimiento ni los intereses
de la parte contraria. Equivale ello a decir que el derecho a la tutela
judicial impide la clausura de un procedimiento por defectos que pueden
subsanarse, sin perjuicio de otros derechos o intereses 19ualmef;1te
legítimos. Está, en consecuencia, obligado el órgano judicial a rechazar
toda interpretación formalista y desproporcionada de los presupuestos
procesales que le conduzca a negar el acceso a la jurisdicción, debiendo,
en su lugar, utilizar aquella que resulte ser la más favorable al ejercicio
del derecho a la tutela judicial, concediendo a la parte la posibihdad de
subsanar los defectos u omisiones procesales que sean susceptibles de
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subsanación, en los términos anteriormente expresados, tal y como, por
otro lado, dispone el arto 11.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
(SSTC 132/1987, 140/1987 Y 95/1988. entre otras).

La doctrina general expuesta ha sido objeto de aplicación especifica
al ró:quisito de la habilitación de Abogado prevista en la Ley de 8 de julio
de 1980 por la STC 139/1987. Se señala en ella, en síntesis, que dicha
Ley tiene la finalidad de regular de modo más elástico y pennisivo. con
criterios de generalidad, la actuación de los Abogados colegiados,
permitiendo su intervención en los recursos, nacidos de la causa judicial
ori~naria, que hayan de proseguirse por imperativo legal en sedes
junsdiccionales distintas a la de la demarcación de su Colegio. Así, la
habilitación prevista en esa Ley se configura no como requisito
estrictamente procesal, sino c;omo un incidente circunstancial en el
orden procesal que .merece, en el caso contemplado por la Sentencia, la
calificación de falta subsanable, llegándose a la decisión de otorgar el
amparo por considerar que el Auto recunido vulneró el derecho a la
tutela judicial al no haberse tenido por subsanada la falta de habilita­
ción, a pesar de constar ésta en las actuaciones en el momento de
dictarse el Auto de ¡nadmisión del recurso.

3. El supuesto aqui contemplado se manifiesta en términos prácti­
camente idénticos al resuelto por la citada Sentencia, pues también
aparece acreditado que el Auto recurrido, de 11 de febrero de 1988, fue
dietado cuando ya constaba en los autos la habilitación colegial, que fue
aportada por el recurrente a la Sala Primera del Tribunal Supremo por
escrito de 14 de diciembre de 1987. Debe. por tanto, estimarse, al i~ual
que se hizo en la Sentencia referida, que la interpretación ampha y
flexible que merece la exigencia del requisito de la habilitación previsto
en la Ley' de 8 de julio de 1980, imponia al órgano judicial el tener por
subsanado el defecto cometido en el momento de la fonnalización del
recurso de.casación y que, al no haberlo acordado así. vulneró el derecho
a la tutela judicial y más concretamente el derecho al acceso a los
recursos legalmente establecidos, que se integra en dicho derecho
fundamental.

En contra de ello, carece de relevancia el que la habilitación se haya
otorgado y, consiguientemente, acreditado; después de haber transcu­
rrido el plazo de formalización del recurso~ En efecto, como se dijo en
la STC 177/1989, incluso el incumplimiento total del requisito no
dispensa al órgano judicial del deber de conceder un plazo razonable
para su subsanación, lo que en muchos casos hará ineVItable que tanto
la solicitud como la subsanación se realicen fuera del plazo de
formalización del recurso. Por ello, la única extemporaneidad a conside­
rar seria aquella en que pudiera incurrir el recurrente al solicitar la
habilitación finalizado ya el plazo de subsanación, no la que se produce
respecto al plazo de fonnalización del recurso, consecuencia nonnal del
propio trámite de subsanación. Como tampoco sería relevante la fecha
de emisión de la preceptiva habilitación por parte del Colegio de
Abogados, pues ello sería hacer depender de una institución ajena a las
partes el efectivo cumplimiento de requisitos capaces de determinar, en
su caso, la inadmisión de recur$OS, ya que la tardía tramitación de una
solicitud de habilitación podría superar incluso, en hipótesis, el plazo de
subsanación otorgado al efecto.

En suma, si un incumplimiento pleno del requisito de que se trata
no debe conducir a la inadmisión de un recurso sin dar ocasión a su
subsanación, no resulta aceptable que la parte que, como sucede en el
presente caso, subsana por propia iniciativa. sea objeto de trato más
favorable que aquella que sólo procede a la subsanación a requerimiemo
del ó~no judicial. Tanto más cuanto que, si bien la habilitación fue
confenda transcurrido ya el plazo de formalización del recurso, el actor
la había solicitado al Colegio de Abogados, subsanando así la falta
cometida, con anterioridad al transcurso del citado plazo. Todo ello
conduce a la necesaria estimación del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPANOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:
1.0 Anular el Auto de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de

11 de febrero de 1988 en el recUrso de casación numo 1.889/87.
2.° Reconocer al demandante de amparo el derecho a la tutela

judicial efectiva, y
3.° Restablecer al demandante en la integridad de dicho derecho y,

a tal efecto, retrotraer las actuaciones judiciales al momento procesal de
la admisión del recurso de casación, para que resuelva la Sala sobre éste,
teniendo en cuenta la subsanación del defecto inicialmente apreciado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a' doce de marzo de mil novecien tos
noventa.-Francisco Rubio L1orente.-Antonio Troyol Serra.-Eugenio
Díaz Eimil.-José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro RodJiguez
Bereijo.-Firmados y rubricados.
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